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 AUTO 

En la Villa de Madrid, a doce de Enero de dos mil diez.

I. ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO   En fecha de 30 de septiembre de 2008 se presentó por la representación procesal de D. Jesús María , DEMANDA DE JUICIO ORDINARIO SOBRE PROTECCIÓN DEL DERECHO AL HONOR frente a D. Argimiro , Senador de la Comunidad Autónoma Andaluza, por las descalificaciones vertidas por el demandado sobre la persona del actor, expresiones que fueron recogidas por las agencias de noticias Europa Press y EFE, y posteriormente difundidas en diversos medios de comunicación tanto a nivel nacional como internacional. Y tras el relato de los Hechos y Fundamentos de Derecho suplicó a esta Sala la declaración de que el demandado ha llevado a cabo una intromisión ilegítima en el derecho al honor del demandante, la publicación de la Sentencia que así lo declare en diversos medios de comunicación y la condena al demandado a indemnizar al actor en la cantidad de 6.000 euros en concepto de daños y perjuicios así como al pago de las costas causadas.

Con fecha de 27 de enero de 2009 se dictó Auto por esta Sala admitiendo a trámite la demanda y acordando el emplazamiento del Ministerio Fiscal y de la parte demandada para su contestación en el plazo de veinte días. El Ministerio Fiscal contestó a la demanda el día 23 de abril de 2009 interesando el dictado de Sentencia con arreglo al resultado que ofrezcan las pruebas practicadas. La parte demandada contestó a la demanda mediante escrito presentado ante esta Sala por su representación procesal en fecha de 14 de mayo de 2009 , y alegó, en suma, que las afirmaciones vertidas no fueron sino manifestación de pública crítica política realizada frente a un adversario político, sobre actuaciones y conductas llevadas a efecto en ejercicio de funciones públicas y en el ámbito de sus propias responsabilidades. Añadió que en todo caso se actuó transmitiendo información de relevancia pública desprovista de expresiones injuriosas o innecesarias, y terminó suplicando la desestimación de la demanda.

SEGUNDO   En fecha de 27 de mayo de 2009 se puso en conocimiento de esta Sala, mediante escrito presentado por la Procuradora Sra. Montes Agustí, que el demandado, Sr. Argimiro , había cesado en su condición de Senador el día 24 de abril de 2009, acreditando documentalmente dicha circunstancia.

TERCERO   Mediante Providencia de fecha 1 de junio de 2009 se tuvo por contestada la demanda y se acordó, a la vista del escrito anteriormente mencionado, el traslado al Ministerio Fiscal y a las partes personadas a fin de que realizasen alegaciones sobre la competencia objetiva de este Tribunal para el conocimiento de las presentes actuaciones. La parte demandante, mediante escrito presentado por su representación procesal en fecha de 10 de junio de 2009, sostuvo la competencia de esta Sala con base en el artículo 411 de la LEC que consagra el principio de la perpetuación de la jurisdicción, toda vez que la circunstancia de haber dejado de ser Senador el Sr. Argimiro se ha producido con posterioridad a la admisión a trámite de la demanda y al emplazamiento del demandado; además alegó que los hechos fueron cometidos cuando aún era Senador por lo que habrá de estarse al tiempo de haber sido realizados los mismos, y puso de manifiesto que el Sr. Argimiro contestó a la demanda sin oponer la correspondiente declinatoria pese a que ya en ese momento había causado baja como Senador, mostrando su conformidad con la jurisdicción y competencia de esta Sala.

El Ministerio Fiscal, por su parte, presentó escrito en fecha de 17 de junio de 2009 en el sentido de considerar que esta Sala ha dejado de ser competente para el conocimiento del asunto, al primar el derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley reconocido en el artículo 24.2º de la Constitución sobre lo dispuesto en el artículo 411 de la LEC . Alegó que este es el criterio seguido por la Sala Segunda del Tribunal Supremo y por el Tribunal Constitucional y reprodujo al efecto parcialmente la Sentencia de este último de fecha 14 de marzo de 1997 según la cual la cognición del Tribunal Supremo en este tipo de procesos solo se justifica constitucionalmente por razón de la prerrogativa del aforamiento y en atención a la función institucional que le es propia, y no cuando ésta queda privada de su razón de ser por haber perdido el encausado su condición de miembro de las Cortes Generales, pues lo contrario supondría una extensión temporal del ámbito de la prerrogativa que lo convertiría en un privilegio personal, optando por una interpretación estricta de la prerrogativa en atención al interés que preserva, interés que decae cuando se pierde la condición de parlamentario. Igualmente cita el Ministerio Fiscal en su informe diversas Sentencias de la Sala Segunda de este Tribunal a favor de la temporalidad del aforamiento de manera que la pérdida de la condición de Senador o Diputado lleva consigo así mismo la pérdida de dicho aforamiento.

HA SIDO PONENTE EL MAGISTRADO EXCMO. D. Antonio Salas Carceller .

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

ÚNICO   Como pone de relieve el Ministerio Fiscal, la Sala Segunda de este Tribunal tradicionalmente ha venido sosteniendo la temporalidad del aforamiento, de manera que la pérdida de la condición de Diputado o Senador lleva consigo la pérdida de dicho aforamiento, entendiendo que la inmunidad parlamentaria, como privilegio procesal que es, habrá de ser interpretada y aplicada con carácter taxativo y restrictivo, ya que al ser su fundamento el evitar que por medio de la vía penal pueda perturbarse el funcionamiento de las cámaras legislativas, queda sin razón de ser cuando las personas aforadas pierden la condición de diputados y senadores. En el mismo sentido el Tribunal Constitucional, en Sentencia de 14 de marzo de 1997 , ya señaló que la cognición del Tribunal Supremo en este tipo de procesos solo se justifica constitucionalmente por razón de la prerrogativa de aforamiento y en atención a la función institucional que le es propia, y no cuando ésta queda privada de su razón de ser por haber perdido el encausado su condición de miembro de las Cortes Generales. Y ese criterio debe seguirse también es esta Sala, primando el derecho al juez ordinario predeterminado por la ley reconocido en el artículo 24.2 de la Constitución ( RCL 1978, 2836) sobre lo dispuesto en el artículo 411 de la Ley de Enjuiciamiento Civil ( RCL 2000, 34, 962) . Por ello debe declararse la incompetencia de esta Sala para conocer de la presente demanda por otra parte, y dado que se ha acreditado que el demandado ha sido nombrado Consejero de Gobernación de la Junta de Andalucía, procede la remisión de las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de conformidad con el artículo 73.2 de la LOPJ ( RCL 1985, 1578, 2635) con emplazamiento a las partes ante dicho órgano jurisdiccional por un plazo de diez días.

LA SALA ACUERDA

DECLARAR LA INCOMPETENCIA DE ESTA SALA para conocer de la presente DEMANDA DE JUICIO ORDINARIO SOBRE PROTECCIÓN DEL DERECHO AL HONOR interpuesta por D. Jesús María , frente a D. Argimiro . Remítanse las presentes actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía con emplazamiento a las partes por plazo de diez días.

Así lo acuerdan, mandan y firman los Excmos. Sres. Magistrados indicados al margen, de lo que como Secretario, certifico.

